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Resumen
Esta sesión se organizó con el fin de examinar fórmulas que permitieran incorporar consideraciones relacionadas con los derechos humanos en el sistema internacional de comercio, concretamente a través de la solución de diferencias y el mecanismo de examen de las políticas comerciales de la OMC, a fin de garantizar la coherencia de las políticas y la sinergia entre el derecho mercantil internacional y el derecho internacional de los derechos humanos.

Entre las principales cuestiones que abordó el panel cabe citar las siguientes:  ¿Podemos garantizar la coherencia de las políticas entre el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho mercantil internacional con miras a abordar mejor los problemas de la gobernanza mundial?  ¿Qué fórmulas existen para incorporar consideraciones relacionadas con los derechos humanos en el sistema internacional de comercio?  ¿Pueden la solución de diferencias y el mecanismo de examen de las políticas comerciales de la OMC proporcionar oportunidades para lograr una mayor coherencia entre el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho mercantil internacional?

En la actualidad, el derecho internacional de los derechos humanos tiene escaso margen de influencia en el proceso de solución de diferencias de la OMC.  En particular, su utilización como "legislación aplicable" y defensa es limitada.  Podría utilizarse como prueba o como fuente de interpretación de las normas comerciales.  Cualquier consideración relativa al derecho internacional de los derechos humanos está indisolublemente ligada a la cuestión más amplia de la influencia del derecho internacional público en la OMC y en los procesos de solución de diferencias y examen de las políticas comerciales.  Existen dudas a la hora de plantear una defensa basada en las obligaciones en materia de derechos humanos, posiblemente porque se podría legitimar la imposición de condiciones relativas a los derechos humanos. 

En el proceso legislativo (las negociaciones políticas de las normas entre los Miembros de la OMC) se tienen en cuenta ciertas preocupaciones que emanan directamente de los derechos humanos, como en el caso de las exenciones relativas al Proceso de Kimberley, los ADPIC y la salud pública.  No obstante, el proceso político en la OMC es muy inestable, sufre muchos bloqueos y plantea numerosos retos.

1.
Exposiciones de los panelistas

a)
Sra. Sanya Reid Smith, Asesora Jurídica e Investigadora Superior de la Red del Tercer Mundo

La Sra. Smith señaló que las organizaciones de derechos humanos se han hecho eco de la posibilidad de que las obligaciones que conlleva la pertenencia a la OMC afecten negativamente a los derechos humanos.  Por ejemplo, el Relator Especial de las Naciones Unidas para el derecho a la alimentación ha manifestado su preocupación ante los acuerdos relativos a la agricultura y los servicios que afectan al derecho a la alimentación de las poblaciones vulnerables en los países menos adelantados.

La oradora, tras destacar el caso del significativo aumento del precio de los medicamentos contra el SIDA una vez patentados, planteó la cuestión de si las obligaciones extraterritoriales en materia de derechos humanos no deberían impedir que los Miembros cumplieran determinadas obligaciones contraídas en el marco de la OMC cuando éstas puedan socavar los derechos humanos en otros países.  Dijo que le preocupaba la reciente sugerencia hecha por los representantes comerciales de los Estados Unidos y la Unión Europea de que se fijara 2016 como fecha límite para la transición de los países menos adelantados (PMA) hacia el pleno cumplimiento del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), a pesar de que disposiciones como las del párrafo 1 del artículo 66 de dicho Acuerdo prevén un período de transición de 10 años para los PMA (y prórrogas de este período previa "petición debidamente motivada").  Esas disposiciones, que son fundamentales para asegurar el acceso a los medicamentos y salvaguardar el derecho a la salud en los PMA, deberían considerarse medios importantes de poner en práctica las responsabilidades extraterritoriales de los países desarrollados.

b)
Sr. Hunter Nottage, Asesor del Centro de Asesoría Legal en Asuntos de la OMC

El Sr. Nottage invitó a los asistentes a considerar, desde un punto de vista crítico, si el sistema de solución de diferencias era el cauce idóneo para plantear cuestiones relativas a los derechos humanos en la OMC.  A pesar de que el Órgano de Apelación había admitido claramente en la diferencia DS2 de la OMC, "Estados Unidos – Pautas para la gasolina reformulada y convencional", que no podía hacer caso omiso del derecho internacional público y que no existía un derecho de la OMC aislado, el Sr. Nottage observó que el umbral para considerar aplicable este derecho se había fijado en un nivel muy elevado.  En la diferencia DS291 de la OMC, "Comunidades Europeas - Medidas que afectan a la aprobación y comercialización de productos biotecnológicos", se había rechazado la aplicación del principio de precaución o cautela, a pesar de las numerosas referencias que a él se hacían y de su amplia aplicación en contextos jurídicos, sobre la base de que no reflejaba normas de derecho internacional consuetudinario general claramente decantadas y de que ningún organismo internacional autorizado lo había aclarado.  ¿Son las normas del derecho de los derechos humanos susceptibles de tener "definición y contenido precisos" o carecen, como el principio de precaución o cautela, de una única formulación y están sujetas a muchas interpretaciones?  Por ejemplo, ¿qué significan exactamente el "derecho a la salud" o el "derecho al desarrollo" y qué organismo internacional tiene el mandato y la autoridad para aclarar su significado? 

Además, el Sr. Nottage señaló que el Órgano de Apelación había manifestado claramente que los órganos de solución de diferencias de la OMC no pueden resolver asuntos de derecho ajenos a la OMC.  En la diferencia DS308 de la OMC, "México - Medidas fiscales sobre los refrescos y otras bebidas", por ejemplo, se rechazó la defensa de México frente a la infracción de una norma de la OMC para asegurar el cumplimiento de las obligaciones que le imponía el TLCAN.  Al mismo tiempo, el proceso de solución de diferencias de la OMC está evolucionando y recientemente un Grupo Especial que examinaba una diferencia entre los Estados Unidos e Indonesia sobre la importación de cigarrillos de clavo de olor hizo referencia al Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco con el fin de "corroborar y reforzar" su opinión.  El Sr. Nottage sugirió que se tuviera en cuenta el proceso legislativo para promover los derechos humanos, y señaló las concesiones hechas con respecto a las exenciones de patentes en la esfera de los ADPIC o en el Proceso de Kimberley, más que la jurisprudencia relacionada con las diferencias.

c)
Dr. Andrew Lang, Profesor titular de Derecho de la London School of Economics

El Dr. Lang se centró principalmente en lo que denominó tensiones en la OMC entre el enfoque jurídico funcionalista y el sistémico integracionista.  El primer enfoque da prioridad a la opinión de que la OMC se debe a su mandato de 1994 centrado en el comercio y deja el conflicto sobre cuestiones jurídicas al ámbito de lo político.  El segundo argumenta que el órgano debería reconocerse a sí mismo y a la OMC como un constructo de derecho internacional y, por lo tanto, estar más abierto a una perspectiva evolutiva e interdependiente de sus resoluciones jurídicas.  El Dr. Lang trató de establecer un equilibrio entre ambos enfoques, reconociendo la fidelidad que los grupos especiales y el Órgano de Apelación de la OMC han de guardar a su función como mecanismo de solución de diferencias comerciales, teniendo en cuenta, al mismo tiempo, su objeto y fin en los planteamientos jurídicos y, en efecto, su propia legislación constituyente. 

En el actual entorno internacional, los tribunales se enfrentan a una mayor ambigüedad textual y normativa que la que había anteriormente, y a menudo cuentan con poca orientación política.  Lo que hace falta es un tipo de apertura compatible con una realidad jurídico social integrada por múltiples regímenes jurídicos que algunas veces entran en conflicto.  Es en esta esfera en la que el Órgano de Apelación debe establecer su función.  El Dr. Lang opina que se puede encontrar un punto intermedio entre el enfoque puramente funcionalista y el integracionista prestando atención a los deberes que impone el párrafo 1 del artículo 31 de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados.  Esta disposición exige que los tratados, con inclusión de los documentos constituyentes de la OMC y el Órgano de Apelación, se interpreten "en [su] contexto … y teniendo en cuenta su objeto y fin".  El Órgano de Apelación debería examinar más activamente los motivos y fundamentos subyacentes de las normas jurídicas establecidas por un tratado. 

El Dr. Lang reconoció que esto plantea la amenaza del activismo judicial, razón principal por la que los tribunales han evitado este enfoque teleológico, pero indicó que el nivel de recursos textuales en el establecimiento de tratados hace que los tribunales se centren en un enfoque limitado y manejable.  Sobre esta base, los tribunales pueden utilizar su función para ofrecer análisis razonados de los objetivos y fines subyacentes de los textos y la jurisprudencia de la OMC y considerarlos en el contexto de las distintas legislaciones.  Por otra parte, el Órgano de Apelación puede, en el ejercicio de su función, poner a prueba diversas ideas y alegaciones frente al texto de los acuerdos pertinentes y dictar decisiones que provoquen respuestas y fomenten un diálogo permanente.

d)
Dr. James Harrison, Profesor Asociado y Codirector del Centre for Human Rights in Practice (Facultad de Derecho de la Universidad de Warwick)

El último orador, Dr. Harrison, veía los derechos humanos como herramientas de análisis para abordar cuestiones de justicia en el ámbito del comercio, sobre todo por lo que respecta al proceso de solución de diferencias de la OMC.  Gran parte del debate entre los juristas especializados en derechos humanos y los especializados en temas mercantiles gira en torno a la supremacía:  qué normas, tratados u obligaciones se imponen a los demás.  A menudo este debate se ha transformado en un discurso legalista en el que los juristas especializados en derechos humanos reclaman la supremacía de sus normas mientras que los especializados en asuntos mercantiles no encuentran normas claras que sean incompatibles con las normas comerciales.  Como ejemplo, el Dr. Harrison mencionó el asunto Suez v. Argentina (Caso CIADI Nº ARB/97/3), un caso de inversiones relacionado con la subida de los precios de empresas privadas de propiedad extranjera dedicadas al suministro de agua.  En su argumentación, el tribunal apenas se refirió a la disparidad entre el derecho al agua y el derecho a la rentabilidad financiera de los inversores, y únicamente señaló que la Argentina tenía una obligación con el derecho mercantil y con el derecho de los derechos humanos, sin examinar verdaderamente el contenido normativo del derecho al agua ni aplicar las normas sobre derechos humanos como instrumentos para resolver problemas.  ¿Qué es el derecho al agua?  ¿En qué circunstancias permite establecer controles sobre los precios?

Las normas sobre derechos humanos pueden y deben ser utilizadas como herramientas de análisis y para distinguir entre las iniciativas que garantizan la protección de los derechos humanos y el proteccionismo enmascarado en un discurso sobre los derechos humanos.  Además, aunque el derecho mercantil a menudo parece ocupar un espacio propio, las infracciones constatadas de las normas sobre derechos humanos pueden socavar en gran medida la legitimidad de los tratados, un efecto que no desean ni los partidarios del comercio ni los defensores de los derechos humanos.  Un ejemplo de utilización de una evaluación de las consecuencias para los derechos humanos es el Acuerdo de Libre Comercio (ALC) entre el Canadá y Colombia, suscrito recientemente.  El ALC prescribía informes anuales sobre los efectos del Acuerdo para los derechos humanos y el medio ambiente, lo que permitió realizar análisis asiduamente y generó información sobre la interacción entre el comercio y los derechos humanos. 

Se plantea así la posibilidad de que la propia OMC, a través de su mecanismo interno de examen de las políticas comerciales, pueda ser un punto de análisis y vigilancia útil. 

2.
Preguntas y observaciones del público

Las preguntas se centraron en gran medida en la forma de gestionar los conflictos entre las normas comerciales y el derecho de los derechos humanos en el contexto de la OMC: 

· ¿No confiamos demasiado en los miembros de los grupos especiales y el Órgano de Apelación de la OMC por lo que respecta a ámbitos jurídicos que les son ajenos? ¿Cómo pueden pronunciarse sobre cuestiones relativas a los derechos humanos si no han recibido formación específica sobre la jurisprudencia de los derechos humanos?

· Si un país desea restringir las importaciones fabricadas mediante el trabajo infantil u otros medios peligrosos o inhumanos, la sección D del GATT, que reconoce obligaciones alternativas conforme al derecho internacional, permite esas restricciones.  ¿Muestra esto una gran desconexión entre la OMC y el derecho de los derechos humanos? 

· Parece que existen dos modos de hacer frente a la fragmentación del derecho internacional, mediante el establecimiento de una jerarquía de las normas o mediante la autorreflexión sobre sus propios objetivos.  ¿No contribuye la proliferación de ALC a una mayor fragmentación? ¿Cómo puede el Órgano de Apelación de la OMC hacer frente a este crecimiento continuo en el ámbito del derecho internacional?

3.
Conclusiones
El panel finalizó tratando el tema del arbitrio de los países para restringir las exportaciones basándose en consideraciones relacionadas con los derechos humanos.  Varios países aprovechan cuestiones como la "moral pública" o el "orden público" para promover medidas restrictivas oportunistas en el ámbito laboral o de los derechos humanos.  Se señaló que se trataba de una de las principales esferas en las que podían coincidir las preocupaciones relativas al comercio y las relativas a los derechos humanos. 

Se informó a la audiencia acerca de una publicación del ACNUDH sobre la relación entre los derechos humanos y el comercio, cuya presentación está prevista para 2012.  También se propuso aportar ideas y convocar más reuniones en las que participaran juristas especializados en temas mercantiles y expertos en derechos humanos. 


